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VOTO CONCURRENTE

QUE FORMULA EL MINISTRO IRVING ESPINOSA BETANZO EN LA ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 81/2026 Y SU ACUMULADA 86/2026

I. Contexto
En la sesión pública de 28 de septiembre de 2026, el Tribunal Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación resolvió la acción de inconstitucionalidad 81/2026 y su acumulada 86/2026, promovidas por el partido político Morena y la Consejería Jurídica del Ejecutivo Federal en representación de la Presidenta de los Estados Unidos Mexicanos, respectivamente.

Dichos medios de control constitucional impugnaron el Decreto 0539, publicado en el Periódico Oficial del Estado de San Luis Potosí el 2 de junio de 2026, mediante el cual se reformaron la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí y la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí para establecer una regla de alternancia de género obligatoria por periodo electivo en la postulación de candidaturas a la gubernatura del Estado.

II. Razones de la mayoría
La mayoría de las personas ministras de este Alto Tribunal votaron por declarar la invalidez de los artículos 36, párrafo segundo y 72, párrafo segundo, ambos de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, de los artículos 9, párrafo segundo y 265, párrafos primero, segundo y tercero de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí, así como del artículo segundo transitorio del Decreto 0539.

La fundamentación que sustentó el fallo mayoritario descansó en que el Congreso del Estado de San Luis Potosí excedió su libertad de configuración legislativa, al considerar que no existe un mandato expreso en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos que obligue o faculte a las Entidades federativas a predeterminar la alternancia de género para la titularidad de los poderes ejecutivos locales.

Bajo esa premisa, la mayoría concluyó que las normas locales intervenían de forma indebida en la autodeterminación y autoorganización de los partidos políticos, en el principio democrático y en el derecho al voto pasivo de la ciudadanía.

III. Razones del voto concurrente
Es preciso señalar que, si bien fue atendida la solicitud formulada en la sesión plenaria e incorporada en la redacción final del engrose los matices correspondientes a la acción de inconstitucionalidad 75/2026 y sus acumuladas[footnoteRef:1], en el sentido de que la invalidez del modelo del Estado de Guerrero no derivó de un rechazo a las acciones afirmativas de postulación exclusiva de mujeres, sino de la falta de justificación objetiva en su implementación gradual e injustificada por bloques temporales, el presente voto concurrente mantiene su justificación en atención a otros de los puntos que expuse en la discusión del presente asunto. [1:  Acción de inconstitucionalidad 75/2026 y sus acumuladas 80/2026, 88/2026 y 89/2026, aprobada el 3 de septiembre de 2026 por el Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación.] 


Lo anterior obedece a que, si bien coincidí con la invalidez de la norma impugnada y con el sentido del fallo, diferí de algunas de las consideraciones que sustentan la decisión aprobada por la mayoría. Particularmente, la premisa conforme a la cual la invalidez de la norma deriva de la inexistencia de una habilitación constitucional expresa para que las Entidades Federativas regulen mecanismos de alternancia en las candidaturas a las gubernaturas; así como la adopción de una metodología diferente para examinar la constitucionalidad de la medida cuestionada.

1. Congruencia con la acción de inconstitucionalidad 66/2026 y sus acumuladas 82/2026, 85/2026 y 87/2026
En la misma sesión de 28 de septiembre de 2026, al resolverse la diversa acción de inconstitucionalidad 66/2026 y sus acumuladas (Estado de Durango), compartí la invalidez de la regla de alternancia allí analizada, sosteniendo que la fijación del género de la candidatura postulada mediante un criterio de calendario resultaba incompatible con el principio democrático y con la facultad de autoorganización partidista tutelada en el artículo 41, Base I, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Sobre este aspecto, existe una clara analogía entre lo resuelto en el caso de Durango y la regulación analizada en San Luis Potosí que atañe al presente voto concurrente, porque en ambas normativas impugnadas la pretensión legislativa de predeterminar la alternancia de género en función del periodo electivo anterior impuso un mandato rígido e inflexible que sustituyó la deliberación interna de las fuerzas políticas por una regla supeditada al mero turno del proceso electoral.

Es importante no perder de vista que la determinación de las candidaturas constituye una de las expresiones más relevantes de la libertad de autoorganización partidista. Por ello, una regulación que impone anticipadamente el género de la persona que deberá ser postulada desplaza la valoración de elementos inherentes a la competencia democrática, tales como la trayectoria política, la representatividad, la experiencia, el respaldo ciudadano o la competitividad electoral de las personas aspirantes.

Por lo tanto, esta coincidencia demuestra que en ambos asuntos se buscó aplicar la alternancia como un mandato automático entre periodos electivos, pasándose por alto que la paridad en gubernaturas exige reglas generales e idénticas para toda la contienda, y no cargas individuales por partido que distorsionan la competencia sin garantizar que una mujer efectivamente acceda al cargo.

2. Discrepancia sobre la libertad de configuración legislativa
Tratándose de la paridad de género como principio y de la alternancia como regla, en el caso de San Luis Potosí me aparté de la fundamentación mayoritaria que atribuyó la inconstitucionalidad a un supuesto exceso de libertad configurativa por la ausencia de una norma federal expresa.

Sobre el particular, considero que la ausencia de una disposición constitucional federal que establezca expresamente una regla de alternancia para las gubernaturas no conduce, por sí misma, a concluir que las Entidades federativas se encuentran impedidas para legislar en esta materia.

Una conclusión de esa naturaleza resulta difícilmente conciliable con el desarrollo constitucional que ha experimentado el principio de paridad, particularmente a partir de la reforma constitucional en materia de paridad entre géneros publicada el 6 de junio de 2019 en el Diario Oficial de la Federación, así como con la evolución de los criterios jurisdiccionales orientados a garantizar la participación efectiva de las mujeres en el acceso a cargos de elección popular.

En consecuencia, el problema constitucional que plantea este asunto no consiste en determinar si el Congreso del Estado de San Luis Potosí podía legislar sobre la materia. A mi juicio, sí contaba con facultades para hacerlo.

La cuestión relevante consiste en establecer si el mecanismo específico elegido por la legislatura supera un examen de razonabilidad y mantiene una relación suficiente con la finalidad constitucional perseguida.

3. Examen de razonabilidad
Desde mi perspectiva, la medida controvertida debía examinarse como una acción afirmativa dirigida a favorecer el acceso de las mujeres a la titularidad del Poder Ejecutivo local. 

Por ello, su constitucionalidad debió analizarse a la luz del examen de razonabilidad desarrollado por este Alto Tribunal en precedentes recientes relacionados con medidas legislativas orientadas a materializar el principio de paridad, como son las acciones de inconstitucionalidad 90/2025[footnoteRef:2], así como 75/2026 y sus acumuladas. [2:  Acción de inconstitucionalidad 90/2025, aprobada el 25 de noviembre de 2025 por el Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación.] 


Desde esa perspectiva, considero que la disposición impugnada perseguía una finalidad constitucionalmente legítima. Sin embargo, para determinar la validez de una acción afirmativa no basta con identificar la legitimidad de su propósito; también es indispensable verificar que el mecanismo utilizado mantenga una relación objetiva y suficiente con el objetivo que pretende alcanzar.

En el caso, la medida perseguía una finalidad constitucionalmente válida, consistente en favorecer el acceso de las mujeres a la titularidad del Poder Ejecutivo local. No obstante, la restricción impuesta a la facultad de autoorganización partidista carecía de una correspondencia suficiente con la finalidad perseguida.

Esto, ya que el diseño analizado no fijó un estándar común o transversal para toda la contienda electoral, sino que hizo depender la alternancia del género registrado por cada partido en el proceso electoral inmediato anterior.

Bajo ese diseño, la medida no permitía atenuar los obstáculos estructurales que históricamente han dificultado el acceso de las mujeres a la titularidad de las gubernaturas ni permitía sostener razonablemente que incrementaría sus posibilidades efectivas de acceder al cargo. 

En consecuencia, la restricción impuesta a la autonomía partidista resultaba desproporcionada frente a la finalidad perseguida.

4. Omisión del precedente SUP-RAP-116/2020 y acumulados
También estimo necesario apartarme de las consideraciones aprobadas por la mayoría porque el análisis omitió examinar el precedente contenido en el expediente SUP-RAP-116/2020 y acumulados, resuelto por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación el 14 de diciembre de 2020.

La relevancia de esa decisión radica en que esta resolución constituye el antecedente jurisdiccional inmediato a partir del cual se reconoció la necesidad de que las entidades federativas desarrollaran normativamente el principio de paridad en la postulación de candidaturas a las gubernaturas.

En dicho precedente se reconoció expresamente la necesidad de que las autoridades electorales y las legislaturas locales adoptaran medidas encaminadas a garantizar una participación paritaria en las candidaturas a las gubernaturas. Por ello, su contenido evidencia que el debate constitucional no versa sobre la posibilidad misma de que las entidades federativas regulen esta materia, sino sobre la validez de los mecanismos concretos que se adopten para hacer efectiva la paridad.

Asimismo, la existencia de ese precedente demuestra que el desarrollo normativo de medidas orientadas a garantizar la participación paritaria en las gubernaturas forma parte del marco constitucional y convencional que rige la materia.

En consecuencia, considero que la invalidez de la norma impugnada debe sustentarse en los defectos constitucionales propios del mecanismo diseñado por la legislatura legislador local y no en una supuesta inexistencia de facultades para legislar en la materia. 

Esto último porque el Congreso del Estado de San Luis Potosí sí podía intervenir normativamente en este ámbito; sin embargo, la medida específica que adoptó resultaba incompatible con el examen de razonabilidad exigible a las acciones afirmativas.
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